Carátula 
(Ingresan a Sala miembros del Directorio del Banco de Previsión Social y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene mucho gusto en recibir al Directorio del Banco 
de Previsión Social y sus asesores, quienes vienen a exponer por lo menos tres temas, y seguramente nosotros tendremos algunas 
preguntas sobre otros asuntos que los representantes del Directorio no han fijado en su agenda. 


Tiene la palabra el Presidente del Directorio, señor Gasparri. 


SEÑOR GASPARRI.- En primer término quiero agradecer esta invitación, ya que había sido voluntad del Directorio del Banco de 
Previsión Social poder estar hoy aquí para poder conversar, inicialmente, sobre dos temas; no sé si el tercero se referirá al artículo 
87. 


Nosotros trajimos dos planteos que son dos proyectos de ley aprobados por la Cámara de Representantes y que ahora se 
encuentran en la Comisión del Senado. Voy a hacer un primer comentario sobre la tramitación de pasividades, proyecto que 
corresponde al Repartido N* 832. Se trata de un planteo sobre la voluntad de ampliar o buscar mecanismos para que aquellas 
personas que procuran algún tipo de prestación en el Banco, la puedan hacer por medio de familiares u otras personas. 


Evidentemente este es un tema que también ha preocupado mucho al Directorio del Banco de Previsión Social, porque sabemos 
que las personas a veces tienen dificultades, tanto desde el punto de vista físico como mental, para llegar a realizar su trámite. Es 
obvio que, a través de su historia, el Banco también ha percibido que cuando se plantea la posibilidad de que terceros hagan 
gestiones, se producen serias dificultades porque, más allá de los temas familiares, se genera rápidamente lo que llamamos un 
negocio por parte de esas personas que hacen las gestiones por terceros ante el Banco. 


También es cierto que estas personas que no pueden concurrir a buscar su prestación, muchas veces, por su preocupación y 
desesperación, otorgan poderes a personas que no son las que mejor realizarán su gestión y que seguramente lo hacen con una 
finalidad de lucro. Entonces, en este tema el Banco ha sido bastante celoso de estas situaciones y ha buscado por todos los 
mecanismos que estos hechos no se den. 


Con el correr del tiempo, y dado que los permisos evidentemente existen, se han instrumentado mecanismos para evitar estas 
situaciones plasmando, en primer lugar, una limitación al establecer que solamente los familiares hasta la cuarta generación 
podrían realizar los trámites correspondientes. Se trata de una limitación que el proyecto de ley que está a estudio no plantea, 
porque es bastante amplia. Si bien pusimos un cierto límite al concepto de familia, también permitimos, en el caso de que alguna 
persona no tuviera familia, que intervenga un tercero que no presente un grado de consanguinidad. En este caso, el límite radica en 
que esa persona solamente puede gestionar una sola pasividad, y ello obedece para evitar que se genere un negocio de trámites 
dentro del Banco de Previsión Social, tal como comentábamos anteriormente. 


Por otro lado, creo que es importante destacar que también hemos trabajado con los poderes. En ese sentido, advertimos que esta 
idea había generado una preocupación en lo referente a los costos de las autorizaciones. En el caso de Montevideo, el Banco 
entrega dichas autorizaciones en forma gratuita por lo que esta preocupación no tendría fundamento. En el interior se cobra 0,5 
Unidad reajustable, porque se hizo un acuerdo con la Asociación de Escribanos con el fin de que para este tipo de trámites, se 
redujera el arancel al mínimo. 


Hace unos cuantos años, el Directorio del Banco de Previsión Social tomó una resolución que determinaba que, en el interior del 
país, el organismo restituiría ese monto mínimo de 0,5 Unidad reajustable a aquellas personas que tuvieran una pasividad menor a 
tres Salarios Mínimos. Con ello se intentó que no se produjeran impactos en los costos. Por lo tanto, en Montevideo se hace en 
forma gratuita y en el interior, como no contamos con escribanos en todos los departamentos -solamente hay uno en Treinta y Tres- 
se recurre a esta mecánica de cobertura para el caso de las autorizaciones. 


Hay otro aspecto que también es importante para nosotros y que la ley lo establece en forma muy amplia por lo que no lo creemos 
favorable. En la actualidad, contamos con un registro computarizado de todos los casos y de todo un proceso, que incluye el 
trabajo de un escribano público, que no nos gustaría desprendernos. Puede suceder que, por este nuevo proyecto de ley, una 
persona solamente se acerque y firme ante un funcionario y eso haga que, por esa practicidad y por la búsqueda de la economía, 
esto se transforme para nosotros en algo incontrolable e imposible de dominar. Por lo tanto, en cuanto a esto creemos que la 
mecánica que estamos aplicando es oportuna. 


Es importante destacar -al analizar este proyecto- que el Banco ya cuenta con toda una acción para atender las diferentes 
necesidades, o sea que ya existe, está reglamentada y tiene la practicidad de poder ser mejorada o cambiada. En este caso, si se 
aprobara el proyecto, seguramente estaremos haciendo un corsé de una reglamentación administrativa que, si bien se puede 
mejorar -incluso, de esta charla pueden surgir ideas al respecto- hoy funciona en el Banco. Por lo tanto, entendemos que no sería 
bueno legalizar el asunto. Por otro lado, podemos explicar los procesos que llevamos a cabo en este sentido. Esto es cuanto tenía 
para decir sobre la autorización a familiares o terceros para operar. 


Con relación al proyecto de ley sobre discapacidades, que figura en el repartido 834 -podemos referirnos a la determinación de 
contenidos y fundamentaciones en nuestras resoluciones- aquí se enfoca cómo actúa el organismo en el tema de las 
discapacidades parciales. Después le voy a pedir al doctor Giorgi que explique el proceso que tenemos en la Administración para 
este tipo de resolución y la defensa que pueden hacer las personas ante el Banco de Previsión Social para gestionar su situación. 


Sí es cierto que las resoluciones del Banco parten de un hecho importante que tal vez no se visualizó cuando se planteó la idea, y 
es que la historia clínica de una persona es personalísima y secreta. A veces nosotros mismos, cuando estamos discutiendo alguna 
resolución o algún recurso sobre este tipo de expedientes, consultamos más para conocer aquello que es secreto. Entonces, no 
podemos hacer público un documento cuando la historia clínica de la persona es secreta. Quiero decir -luego el doctor lo podrá 


explicar mejor que yo- que tenemos todos los procesos para que las personas y sus apoderados puedan conocer los pasos que el 
Banco ha dado. 


También es importante decir que en los últimos años se resolvía por un acto médico, que era no refutable. Es decir que se podía 
hacer por la vía de un recurso, pero era el acto de un médico el que establecía cuál era el grado de discapacidad de una persona. 
Cuando se decretó el baremo como un elemento de guía o de ordenador del tema, las cosas han cambiado -creemos que para 
bien- porque nos ha permitido tener una mecánica con la que se puede entender cuál ha sido la resolución de ese acto médico. En 
este sentido hubo una primera etapa y ahora ya estamos en un segundo baremo, que es de 2003, donde se mejoran los temas 
técnicos, se agregan algunos y otros se visualizan de otra forma. 


También es cierto que junto con la aparición de los baremos, surgen las Comisiones que visualizan si el médico ha actuado bien y 
revén o no lo que estaba resuelto. Esas Comisiones están formadas por médicos del Banco de Previsión Social y uno de las 
aseguradoras. Cuando aparecen las AFAPs en el sistema, había que visualizar la correcta aplicación de las pensiones por 
discapacidad. Reitero que estas Comisiones chequean el cumplimiento de ese acto médico o analizan el baremo aplicado sobre las 
personas que fueron tratadas. 


En los últimos años se puede decir que hay una mayor transparencia en las resoluciones y en el otorgamiento de las 
discapacidades. 


Entonces, no podemos especificar en una resolución del Directorio, las enfermedades -como aquí se plantea, para darle más 
transparencia- ya que eso es, evidentemente, privativo de la persona. En ese sentido, el proyecto que viene planteado estaría 
enfrentando el hecho de que se trata de una información personal, como lo es la historia clínica de las personas; de modo que no 
podemos establecer ningún tipo de reglamentaciones ni de resoluciones, por lo que tampoco sería correcto dictar una ley. 


Lo cierto es que nos enteramos de estas iniciativas cuando ya estaban en el Senado, puesto que no habíamos tenido la posibilidad 
de expresarnos ni tampoco fuimos convocados en su momento a la Cámara de Representantes para debatir el tema en la 
Comisión de Seguridad Social, donde nacieron los dos proyectos. En consecuencia les agradecemos que nos hayan dado la 
posibilidad de hacerlo aquí, pero entendemos que sería bueno que dichos proyectos no prosperasen a fin de que el Banco tuviera 
libertad para actuar administrativamente. 


De todas maneras, me gustaría que el doctor Giorgi explicara un poco todo el proceso administrativo interno y la gestión, con el 
propósito de que los señores Senadores puedan conocer mejor todas las instancias en las cuales una persona tiene derecho a 
saber, y comprobar que estamos trabajando en la misma orientación de mejorar la atención de los pasivos o de los que tengan 
interés en recibir un beneficio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Presidente del Banco de Previsión Social me lo permite, en primer lugar cedería el uso de la 
palabra a la señora Senadora Arismendi, quien tiene que retirarse en cinco minutos, y posteriormente al doctor Giorgi. 


SEÑOR GASPARRI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA ARISMENDI.- Yo quería hacer una pregunta con respecto a algunas de las afirmaciones que el señor Presidente del 
Banco de Previsión Social formulaba, referidas al segundo proyecto. 


El tema relativo a los mecanismos para posibilitar la existencia de un apoderado me resulta importante, y creo que se manejaron 
una serie de argumentos de peso. Quizá este proyecto que viene de la Cámara de Representantes no dé solución a la 
preocupación de fondo que esta Comisión ha tenido, pero me atrevo a decir -porque no lo conozco- que el espíritu que animó a los 
Legisladores es el mismo que anima a los Senadores de todos los partidos que forman parte de ella. Concretamente, ¿en qué 
medida ha encarado el Directorio del Banco de Previsión Social, en este tiempo ya largo en el cual hemos planteado más de una 
vez a más de un Ministro del propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -porque por ese Ministerio ha pasado más de un 
Ministro- la situación de las capacidades diferentes y los baremos que, lamentablemente, sabemos muy bien cómo funcionan? 
Cualquiera de nosotros, todos los días, enfrenta reclamos y situaciones desesperantes que no puede solucionar y que no son fruto 
del secreto sobre los dictámenes del médico, porque a esta altura ya hemos empezado a manejar el tema de los puntos -tantos 
puntos por tal cosa, tantos por la situación social y tantos por tal otra- y tenemos claro que a la mayoría de la gente le decimos que 
aunque no pueda trabajar -porque esa es la realidad- igual tampoco tiene derecho a recibir una prestación del Banco de Previsión 
Social. 


Desde que se instalaron estas formas de medir -que no digo que no existan- y estas unidades de medida, el hecho concreto es que 
se ha cerrado el paso a casos que hemos conocido aquí mismo, en la Comisión. 


A los despachos nos llegan permanentemente casos de personas con respecto a las cuales los dictámenes médicos y el sentido 
común nos muestran que no pueden acceder a ningún trabajo. Me voy a referir a un caso que, invariablemente, atiendo en mi 
despacho y que en verdad me preocupa y me indigna. Tiene que ver con las mujeres que se atienden en el Instituto Nacional de 
Oncología, que padecen cáncer de mama y de útero, que requieren tratamientos y a quienes se les dice que se pueden 
desempeñar en otra actividad, cuando no pueden hacerlo porque no pueden trabajar con calor ni hacer fuerza. Si bien existen una 
cantidad de razones médicas por las cuales no pueden trabajar en otra cosa, no son lo suficientemente pobres o desgraciadas 
como para poder acceder a un respaldo, a una prestación por parte del Banco de Previsión Social. Este tema ya lo hemos hablado 
con este Directorio y con el anterior, así como con el actual Ministro y con el anterior, por lo que no ha habido falta de planteos. 


Tengo absolutamente claro que el proyecto no es la solución, pero considero que, en algún momento, hay que modificar esto para 
bien, teniendo en cuenta todos los factores que hemos debatido más de una vez. 


Concretamente, quisiera saber cuánto ha avanzado el Directorio en la solución de este tema. Tenemos claro que el Ministerio no ha 
avanzado nada, pero a lo mejor, vía interna, por medio de una reglamentación, el Banco de Previsión Social sí lo ha hecho y 
nosotros no nos hemos enterado. Me parece interesante aclarar este aspecto, porque este problema -que en lo que refiere a su 
solución, hasta ahora hemos rebotado contra la pared- es más profundo que el mismo proyecto, que podemos cambiar o tirar. 


SEÑOR GASPARRI.- Quiero señalar que hemos hecho un baremo nuevo, que fue aprobado en el año 2003. No tengo 
conocimiento de si en esa temática hubo algún tipo de ajuste entre el que estaba vigente y el que fuera aprobado en 2003. Por lo 
tanto, no le puedo contestar ahora a la señora Senadora Arismendi. 


No obstante, antes de que se retire, quiero recordar algo referente a un planteo que el otro día hiciera el señor Ferrari en la Cámara 
de Representantes, relativo a los topes de los salarios de las personas discapacitadas que ahora por ley están habilitadas para 
trabajar. Creo que ese proyecto está en el Parlamento; es más, en esta Comisión. Ha ocurrido que personas que están trabajando - 
se ha habilitado la primera etapa de la ley- se han visto enfrentadas a la problemática de los topes salariales, por lo que se les va a 
tener que suspender alguna pensión dado que no hemos modificado su situación; aparecía, por ejemplo, el cobro indebido. Por lo 
tanto, sería muy bueno que ese proyecto se pudiera votar lo más rápidamente posible. 


Repito que voy a tratar de averiguar lo que fue planteado por la señora Senadora Arismendi con respecto a las mujeres con cáncer 
y si se modificó algún porcentaje. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que tiene que ver con el tema de los topes -la semana pasada tratamos aquí el proyecto- el espíritu 
de los señores Senadores era el de que no hubiera topes de ningún tipo. Ahora ustedes proponen que haya tres prestaciones. 
Hubo un problema de interpretación por parte del Banco de Previsión Social, no de la Comisión. De todos modos, dilucidaremos en 
el futuro si tenemos que aprobar o no este proyecto. 


SEÑOR FERRARI.- Está claro que no debemos entrometernos en el funcionamiento del Poder Legislativo, pero me parece que 
más que en el futuro, este tema hay que resolverlo en el presente. Al respecto, el Directorio del Banco ha tomado una posición 
desde hace mucho tiempo. Hace más de un año nos invitaron a la Comisión e hicimos un anteproyecto fundamentando por qué el 
Directorio entendía que había artículos de la Ley N* 16.713 que hacían poner ese límite en una pensión de invalidez. Los otros días 
en la Comisión Especial con fines legislativos sobre las situaciones de pobreza en el Uruguay, que funciona en la Cámara de 
Representantes, planteé que era una deuda que tiene el Poder Legislativo para abatir la pobreza en esa gente, sobre lo que todos 
los partidos con representación parlamentaria están de acuerdo. Por tanto, pienso que no debería discutirse y tendría que 
aprobarse, porque ese sería un paso. 


Soy de los que considero que tiene que existir ese tope -lo expresé y figura en actas- porque los recursos del Estado son 
insuficientes. Me parece que hay que tratar de lograr una mejora. Esas tres pensiones tienen que ver con la media de salarios que 
hoy se aportan al Banco de Previsión Social. 


Quisiera hacer un comentario más sobre el tema del baremo. El decreto sobre los baremos que se está aplicando, cuenta con la 
opinión de las Cátedras de Medicina Laboral y de Medicina Legal. En lo que tiene que ver con las patologías, el problema es que 
tenemos que aplicar una parte del sistema de Seguridad Social y la rigidez que tiene es la que excluye. No se trata de si está mal 
puntuado, de la falta de un brazo o de un cáncer de mama; lo que ocurre es que no se tiene en cuenta al ser humano que tiene ese 
problema, o bien lo que se tiene en cuenta hace sólo una pequeña diferencia. Además, está el tema de la rigidez que nos imponen, 
y entonces, si tiene que ser un 66%, no puede ser un 65%. Nos guste o no, tenemos que aplicar las normas y tuvimos que rechazar 
a un trabajador al que la aplicación del baremo le daba un 65,51%. También tenemos el caso de una señora de 64 años que probó 
34 años de trabajo, 11 meses y 29 días, pero como en el Uruguay se precisan 35 años de trabajo, no tiene derecho a jubilarse; 
entonces, le tenemos que decir que espere hasta los 70 años o que trabaje un día más, registrado y aportado. El sistema tiene tal 
rigidez que si no lo modificamos, nos encontramos con ese tipo de situaciones. 


SEÑOR GIORGI.- Me voy a referir al proyecto original y no a las otras ideas que se han estado manejando y que exceden el 
proyecto. Coincidimos en que el proyecto presentado no soluciona todos los planteos que recién se hicieron. 


Este proyecto apunta a establecer una mayor transparencia frente al afiliado sobre las razones por las cuales el Banco de Previsión 
Social deniega una prestación, cuya causal está integrada, principalmente, por la imposibilidad física. En tal sentido, queremos 
facilitar elementos para mostrar que el proceso de determinación de la incapacidad física en la interna del Banco, es un tema 
altamente complejo en el cual intervienen variados actores y se aplica una normativa sobre la que el Banco no tiene flexibilidad. Los 
actos que dicta el Banco en cuanto a las prestaciones de Seguridad Social, son actos reglados. 


A su vez, se ilustra cuáles son las informaciones que le quedan disponibles al afiliado para hacer valer en todas las instancias los 
derechos que, subjetivamente, entienda que han sido vulnerados. 


En todo acto de determinación de una incapacidad interviene un perito que, a su vez, puede enviar las solicitudes a especialistas 
en los temas, de acuerdo a cuáles son las patologías que se están esgrimiendo en la actuación. El dictamen de este perito es 
revisado por un médico avalador -o sea que hay una segunda opinión sobre la actuación del médico- que puede enviar el caso a 
especialistas o mandar hacer nuevos exámenes. 


En el caso de las prestaciones no contributivas, como la pensión por invalidez, éstas son revisadas por el gerente técnico. Es decir 
que hay tres instancias en las que se revisa que se cumplan las condiciones que marca la legislación. 


En cuanto a las jubilaciones, está la intervención de la Comisión Técnica, que es un órgano mixto en el que participan dos 
facultativos del Banco de Previsión Social y dos de las empresas aseguradoras. 


Toda esta información que va constituyendo una historia clínica, o una historia médica a los efectos previsionales, es de libre 
acceso por parte del afiliado. Es decir que, si bien es reservada en cuanto a su publicidad frente a terceros, el hecho de que sea 
accesible para el afiliado es un derecho basado en el "habeas data", esto tanto en la instancia de la vista que se da en el dictamen 
primario, como en las vistas que se dan en el caso de las comisiones técnicas. Luego está el acto del Banco de Previsión Social 
aprobando o rechazando la prestación, con la consiguiente notificación y la posibilidad de recurrir. 


Entonces, si bien uno puede decir que en el acto administrativo no están contenidos detalladamente todos los fundamentos para el 
rechazo, por ejemplo, de una solicitud de una prestación de seguridad social, sí lo están en todos los antecedentes a los que tiene 
libre acceso el afiliado. Por eso, entendemos que el establecimiento a nivel legislativo de las condiciones que tendrían que tener las 


fundamentaciones de un acto administrativo sería excesivo, en cuanto daría demasiada rigidez. Creo que aunque en el día de 
mañana encontremos otras formas que sean más transparentes para el afiliado, estaríamos atados por efectos legales. 


Básicamente, este es el argumento que queríamos plantear. Aclaro que está a disposición toda la información, tanto los flujogramas 
como los registros. Me refiero a los manuales de actuación del personal, tanto administrativos como técnicos, como a la 
programación de los sistemas informáticos que hacen los flujos -en las partes que tenemos informatizadas- donde va quedando 
registrado todo acto médico y que está a disposición del afiliado. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Creí entender al señor Giorgi que la Comisión Técnica cuenta con dos médicos por un lado y dos por otro. 
Sin embargo, me había parecido escuchar antes que había mayoría de médicos del Banco de Previsión Social. En el caso de que 
la cantidad de médicos sea la misma, entonces estarían empatados. 


SEÑOR GIORGI.- Lo que sucede es que a veces no actúa alguno de las aseguradoras. Actualmente, hay tres comisiones 
aseguradoras que están funcionando en paralelo para atender los distintos casos. Es un decreto que figura en la reglamentación 
que establece la integración de las Comisiones. 


SEÑOR CARVALHO..- Creo que tenemos claro que la inquietud que determinó la presentación y aprobación de este proyecto de 
ley en la Cámara de Representantes tiene que ver con la incertidumbre y la angustia de muchas personas que, en su criterio, han 
sido perjudicadas por resoluciones adoptadas por el Banco de Previsión Social y que han encontrado dificultades para entender por 
qué razón se les ha negado el beneficio. 


De acuerdo con la explicación que ha dado el doctor Giorgi, aquí hay un factor de defensa del derecho a la intimidad que hace que 
el Directorio, prudentemente, no establezca en el contenido del acto administrativo toda la fundamentación médica -para que no 
conste en un documento de circulación pública qué enfermedades afectan a la persona- y, por otro lado, existe disponibilidad del 
expediente administrativo-técnico, de fácil acceso para el afiliado. Ahora bien, me pregunto si en el momento en que se notifica la 
resolución negativa, los funcionarios encargados de esa tarea, teniendo en cuenta que están atendiendo personas víctimas de 
algún padecimiento físico, muchas veces con un nivel educativo no demasiado alto y también de edad avanzada, tienen 
instrucciones para ofrecerles libre acceso a la carpeta donde constan esos antecedentes. ¿En esa carpeta hay algún informe 
resumido que esclarezca a los ojos del afiliado los fundamentos que llevaron a esa decisión? Me pregunto esto porque los 
dictámenes médicos, para una persona común, de cierta edad, enferma y angustiada, pueden resultar algo difícil de comprender. 
Muchas veces se emplea vocabulario técnico, que es el adecuado, pero que no está al alcance de la comprensión de todo el 
mundo. 


En definitiva, me interesa saber si una persona que se siente lesionada por una resolución denegatoria tiene fácil acceso a un 
expediente administrativo en el cual, en términos sencillos y comprensibles, se deje claramente explicitado por qué se aconseja 
denegarle ese beneficio. 


SEÑOR GIORGI.- En la historia clínica figura mucha información, desde los datos personales filiatorios hasta toda la 
documentación que se solicitó a la persona, puesto que se realiza una evaluación previa y cuando formula la solicitud se le dice 
qué necesita para acreditar la imposibilidad física que alega. También se registran certificaciones médicas, resultados sobre 
peritajes médicos anteriores, otros datos aportados por el solicitante, las conclusiones de la información recibida, las extraídas por 
el perito, los diagnósticos realizados por los especialistas que estudiaron el caso durante el peritaje médico y todo lo referente a la 
conclusión médica primaria: la asignación porcentual de incapacidad, el tipo de incapacidad, el tipo de prioridad en cuanto a los 
trámites -los casos oncológicos tienen la prioridad- la fecha estimada de inicio de la incapacidad -en el caso de las pensiones, si 
hay incapacidad severa o común- si requiere o no curatela, y en el caso de las jubilaciones, otro tipo de información. Como dije, a 
todo esto se puede tener acceso. A su vez, se dan instrucciones a los servicios sobre el asesoramiento que se deben dar al afiliado, 
pero como toda actividad administrativa y compleja en la cual se maneja un gran número de afiliados, pueden existir experiencias 
mejores y peores en cuanto a la ilustración que se pueda brindar al respecto. 


Debo recalcar que la información que consta en todas las instancias de vistas primarias, luego del dictamen y de la notificación, 
puede ser leída no sólo por el abogado, sino también por el médico tratante particular de la persona. A su vez, ocurridas todas 
estas vistas y dictado el acto administrativo, el Banco no se resiste a recibir nuevos planteamientos. O sea que, en el caso de todo 
nuevo planteamiento que venga de parte del afiliado, con nuevos aportes, todo este ciclo tiene lugar nuevamente con los elementos 
que se expongan, aunque esté agotada la vía administrativa. Entonces, no es que quede cerrada la posibilidad de que se expida el 
Banco de Previsión Social, ya que ella siempre está abierta, pero lo cierto es que -reitero- en cada caso de nueva solicitud en la 
cual se aporten nuevos elementos de juicio, aun agotada la vía administrativa, la institución reexamina la situación mediante estos 
procedimientos. 


Cabe señalar que en este tema hay, también, ciertos elementos culturales a tener en cuenta. Uno de ellos tiene que ver con que el 
médico tratante -o sea, el doctor particular de cada uno de nosotros- no es un médico laboralista o un clínico especializado en las 
incapacidades laborales y, según hemos podido detectar -dejando de lado aquí las situaciones relacionadas con el sentido común, 
como lo manifestó en su momento la señora Senadora Arismendi- dada la percepción que él tiene, muchas veces le dice al afiliado 
algo así como: "Usted se tendría que jubilar". Evidentemente, esto ya crea una expectativa en la persona que, cuando viene a 
solicitar una prestación, no suele pedir un subsidio transitorio por incapacidad parcial, sino una jubilación. Luego de todo este 
proceso, resulta que a veces las expectativas se frustran; incluso, puede creerse que se ha obtenido una gestión exitosa cuando no 
ha sido así, porque se pedía una jubilación pero lo que en realidad se acreditó fue un subsidio transitorio para una incapacidad 
parcial, lo que significa que por un máximo de tres años se dará al afiliado la prestación correspondiente porque está incapacitado 
para determinada actividad. Obviamente, se asesora sobre esto a la persona, pero la mayoría de las veces percibimos que el 
afiliado no logra convencerse de que su incapacidad es sólo para la tarea habitual, y en ciertas oportunidades, realmente toma 
conciencia de ello cuando termina la prestación, mientras que algunas personas siguen insistiendo en que su incapacidad es 
mayor, por lo que les correspondería otra prestación. 


Entonces, estamos ante un universo muy delicado. El procedimiento de la determinación es realmente muy complejo y también, 
podría decirse, muy discutible en cuanto a la justeza o no del baremo que es, en sí, un instrumento que sirve para objetivar las 
imposibilidades físicas. Imagínense los señores Senadores cómo sería esta situación tiempo atrás, cuando no había parámetros 
objetivos para determinar este tipo de imposibilidades. 


En definitiva, por un lado están las percepciones del afiliado y las expectativas que se le crean, mientras que, por otro, están la 
normativa que debemos aplicar y los servicios especializados que, en reiteradas oportunidades, dictaminan. Quiere decir que 
cuando la Administración se expide, no se trata de algo fortuito, sino del resultado de un conjunto de actos complejos. 


SEÑOR FERRARI.- Creo, señor Presidente, que en el espíritu de los señores Legisladores está, sin duda, la misma preocupación 
que tenemos en el Directorio cuando debemos aplicar normas que son restrictivas o cuando llegan a nuestro despacho -al igual 
que al de los parlamentarios- personas cuya discapacidad y desprotección vemos y conocemos. Por mi parte, me gustaría citar un 
ejemplo, a los efectos de que se advierta cuánto más hay que trabajar y coordinar en esta materia y también para no ver esto en la 
esfera de lo privado, sino en la de lo público. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil ha llegado a destituir funcionarios públicos por incapaces, pero quien otorga los derechos en 
Seguridad Social no es dicha Oficina, sino el Banco de Previsión Social, de acuerdo con las normas que debe aplicar. Entonces, 
tenemos distintas formas de calificar. Por ejemplo, cuando Salud Pública le dice a una persona que está incapacitada psíquica o 
físicamente para trabajar, esa persona está convencida de que el Banco de Previsión Social la jubila. Para que se le conceda un 
subsidio transitorio por tres años se requiere un 50% de incapacidad. En el transcurso de esos tres años la discapacidad tiene que 
evolucionar a un 66%; además, como renunció a la actividad laboral que tenía y la empresa no está obligado a retomarlo, no tiene 
ni siquiera indemnización por despido. 


Quiero aclarar que en el expediente administrativo no está el informe médico. Cuando resolvemos un recurso de alguien que se le 
negó una prestación pedimos el expediente y vemos que el informe clínico no está, lo que encontramos es la información de los 
médicos sobre la evaluación de un determinado porcentaje. Tal vez ahí es donde necesitamos ver las flexibilidades y cuáles son las 
protecciones que pueden tener. 


La señora Senadora Arismendi hablaba de las mujeres con problemas oncológicos de mama o de útero. Muchas de ellas logran 
rehabilitarse, pero el problema está en que no consiguen trabajo. Entonces el tema no está solamente en conocer la historia clínica, 
sino en el porcentaje que exigimos de baremo, en cómo se incluyen los factores complementarios diferenciando el tipo de actividad 
y cómo se coordinan los distintos organismos, porque es distinto el baremo del Banco de Seguros que el de la Intendencia 
Municipal de Montevideo, a cómo lo aplica la Oficina Nacional del Servicio Civil y el que aplicamos nosotros en el Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR HERRERA.- Simplemente quiero complementar un poco lo expresado por mis compañeros porque hoy el señor Senador 
Carvalho decía que la terminología empleada en la normativa quizás no fuera accesible al común de la gente. Este es un defecto 
que padecen todas las normas, porque normalmente no son legibles y entendibles por todos los ciudadanos. Es un problema real; 
ojalá del Parlamento las normas pudieran salir con un lenguaje más común. Por ejemplo, el término "baremo" es nuevo para todos 
nosotros. Sin perjuicio de ello, creo que la dificultad está en lo que acaba de decir el doctor Ferrari y que también lo había 
expresado el doctor Giorgi; me refiero a que hay una prestación que no es una jubilación, que es provisoria, pero la persona está 
convencida de que está jubilada porque la ley dice que está discapacidada para la tarea habitual. Resulta que después viene la 
revisión y la propia norma le exige que sea discapacitado para toda tarea, porque la norma fue creada con la expectativa de que 
hubiera empleo y de que la gente con 50 años pudiera conseguir trabajo sin dificultad. Entonces, la persona a los 51 años se 
encuentra discapacitada, a los 54 años no se puede jubilar, esta peor que antes, no tiene posibilidad de reinsertarse laboralmente y 
no le podemos dar la jubilación porque la ley dice que tiene que estar discapacitado para toda tarea. Me pregunto si es factible que 
un paisano de mis pagos, domador de Caraguatá, mañana se haga ascensorista porque se quebró las dos piernas jineteando. En 
realidad, es imposible que se pueda reinsertar y la norma no prevé esa posibilidad. Esto lo que tenemos que modificar. 


SEÑOR GASPARRI.- Los señores Senadores, al igual que los diputados, tienen la misma preocupación que nosotros hemos vivido 
al comprobar un aumento -podríamos decir una duplicación- del número de personas que se presentaron ante el Banco de 
Previsión Social para plantear una discapacidad. Evidentemente, eso es fruto de una preocupación que no radica en la propia 
discapacidad, sino en la realidad económica y laboral que presionó sobre el Banco, desde el punto de vista de que esas personas 
de alrededor de cincuenta años -como decía el doctor Herrera- lleguen al Banco tratando de configurar una causal que les permita 
tener un ingreso. Precisamente, eso podría representar la discapacidad parcial o aquella con la que pudiera llegar hasta el 
momento de jubilarse. Ese es un hecho de la realidad, y en ese sentido nosotros hemos realizado un seguimiento de la situación, 
ya que cuando empezamos a aplicar los baremos, tuvimos que controlar el flamante baremo que teníamos en el año 2000, para ver 
cómo operaba, en comparación con los actos del pasado. Evidentemente, nuestras previsiones se distorsionaron por la cantidad de 
personas que se presentaron ante el Banco. 


En la actualidad tenemos más o menos un 50 % de personas que se han presentado y fueron aceptadas y otro 50 % con respuesta 
negativa, tal como lo expusimos ante la Comisión de Pobreza de la Cámara de Representantes. Ese es, aproximadamente, el 
mismo porcentaje que teníamos en el pasado, pero hay que tener en cuenta que la cantidad total aumentó casi al doble. Sin duda, 
los señores Senadores habrán tenido gente en la puerta de sus despachos, como ocurrió en nuestro caso, en virtud de la realidad 
que llevó a que esas personas se presentasen en busca de un paliativo o una solución puntual a través de una declaración de 
discapacidad parcial. Creo que es importante decir esto, porque los números corroboran la forma en que la sociedad se movilizó en 
cuanto a este tema. 


Otro aspecto que creo vale la pena reiterar una vez más, es el relativo a que tenemos un problema con las discapacidades 
parciales y aquello a que realmente aspira la gente. Cuando alguien afirma que hace tres años lo declararon discapacitado para 
cumplir su tarea, supongamos que se trate de un guitarrista a quien le cortan una mano, resulta evidente que no va a poder tocar 
más la guitarra y, por lo tanto, se lo declara incapacitado para desarrollar su tarea. Entonces, a esos efectos se le otorga un período 
de tres años para que busque otro oficio. De ese modo, la sociedad lo respalda, no por su discapacidad, sino para que se proyecte 
durante su vida activa buscando otra profesión o actividad. Cuando al cumplirse los tres años esa persona vuelve al Banco, aduce 
que en la resolución se le dice que continúa teniendo la misma discapacidad y, por consiguiente, sigue estando discapacitado y no 
puede cumplir su tarea. Está claro que su discapacidad no avanzó, porque también hay casos de enfermedades evolutivas en las 
que es preciso proceder a la jubilación definitiva a los tres años; Pero en el caso que tomé el ejemplo, no es así. Pero en el caso 
que tomé el ejemplo, no es así. Entonces, la persona viene y se pregunta cómo es que si sigue siendo discapacitado para su tarea, 
le quitan la pasividad o el beneficio. Uno a veces se revela contra eso porque la gente, evidentemente, piensa y se enoja porque 
cree que esa situación va a ser definitiva y que la sociedad lo está abandonando, cuando lo cierto es que la sociedad le dio esos 
tres años para que se reinsertara en otro tipo de tareas. Quiere decir que eso se ve en forma contradictoria. En consecuencia, un 


beneficio que le da la sociedad por un tiempo de tres años para reinsertarse o conseguir otro oficio, se termina transformando en un 
"boomerang", ya que estas personas piensan que la sociedad los abandona porque es discapacitado. Por lo tanto, allí hay un 
problema. Este es un tema que para nosotros es bastante común, lo hemos conversando y también se puede ver aquí como algo 
erróneo. 


Asimismo, están las otras discapacidades, que no están relacionadas con lo laboral, como puede ser el caso de un chico con 
problemas mentales o "down", cuyos padres también vienen en busca de que se les reconozca su discapacidad pero, de repente, 
allí no se la reconocemos porque no funciona solamente la discapacidad como tal, sino que también funciona dentro del sistema de 
cálculo del Derecho, la realidad socioeconómica de la familia. De esa manera, a veces nos encontramos con padres que vienen y 
dicen que, por ejemplo, el chico de la esquina tiene su pensión y el de ellos no la percibe, con lo que parecería que estuviéramos 
frente a una diferencia de juzgamiento médico o de apreciación en esa discapacidad, pero no es así. Lo que ocurre es que la 
realidad económica de esa familia puede perfectamente sustentar a ese chico, por lo que en ese caso no se da la prestación. Estos 
son elementos que a veces pueden estar enrareciendo la temática de cómo el Banco de Previsión Social va analizando cada caso 
y haciendo ese proceso administrativo de gestión que consideramos transparente para la gente, aunque a menudo se pueda ver 
distinto. 


Por otro lado, existe otro hecho y es que cuando uno entiende que hay que hacer un recurso, inmediatamente uno sale tras un 
abogado. Entonces, ocurre que llega el abogado y se encuentra con un baremo que dice sesenta, por lo que no es el escrito común 
que uno tiene que presentar allí. Es decir que no es un escrito común lo que hay que presentar allí, invocando el Derecho o 
determinada ley, sino que aquí hay algo que está diciendo que existe un acto médico que, de repente, resuelve en forma distinta a 
la del médico particular que lo presentó. La discusión de ese recurso no se basa solamente en leyes o en derechos que otorgan 
estas sino, de pronto, son actos médicos que tienen sus definiciones en forma diferente. 


Por ello, cuando observaba el proyecto de ley, me daba la sensación de que había que ser muy explícito en nuestra resolución para 
que el abogado pudiera tener los elementos necesarios, aunque no es él quien puede litigar o recurrir en este caso del acto médico, 
ya que debe haber un elemento técnico a la par que pueda demostrar lo contrario. De este modo, el abogado es un facilitador del 
documento, que se basa, justamente, en la opinión del técnico pero, con seguridad, aparecerá un médico necesario para poder 
contrarrestar ese tipo de cosas. Cuando uno va contra la Administración, a través de un recurso, automáticamente corre tras un 
abogado y, en este caso, a veces, no es el abogado la persona indicada, sino que debe ser otro médico quien tenga los 
fundamentos técnicos a la par para poder enfrentar una determinación, si está equivocado o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería hacer dos comentarios. El primero de ellos se refiere al tema que está tratando el señor Presidente 
del Banco de Previsión Social en este momento, de los baremos, de las rigideces, de la legislación. Seguramente, en estos casos, 
la legislación es bastante imperfecta y no abarca la casuística; pero me parece, por ejemplo, que la rigidez no está en fijar el tope 
del 66% para poder jubilarse u otro tope para pedir las indemnizaciones parciales, porque eso hay que fijarlo por ley, ya sea más 
abajo o más arriba. De todas maneras, creemos que la aplicación es donde se puede ser más flexible. 


Entendemos que no son tan exactas las mediciones como para poder no reverse, por ejemplo, de que se llegue o no al 65,89%. Me 
parece que ese es un tema de flexibilidad. 


Por otro lado, hay multiplicidad de casos en los que un organismo da de baja por incapacidad a un funcionario, avalado por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, pero después esa persona va al Banco de Previsión Social y no se puede jubilar. Evidentemente, 
hay que realizar un cambio en la legislación para que el Banco opine antes de que a un funcionario se le pueda dar de baja del 
organismo donde trabaja. Incluso, cuando se le da esos tres años -que no es la jubilación- después no puede volver al Estado en 
ninguna forma, cuando el Estado le podría dar un trabajo que pudiera ser desempeñado por una persona con otras capacidades. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Si me permite, señor Presidente, quiero hacer un comentario a raíz de este planteo sobre la 
Comisión Nacional del Servicio Civil y los ceses por incapacidad. 


Cuando nosotros comprobamos que se producía este hecho muy desgraciado de que se disponía el cese de un funcionario por 
discapacidad y luego el Banco de Previsión Social no lo aceptaba, resolvimos -no sé si esto sigue vigente- que íbamos a consultar 
previamente al organismo. Esta medida se adoptó en la Comisión Nacional del Servicio Civil -que yo presidía- allá por el año 1996, 
y en todos los casos, cuando había un sumario por incapacidad, se remitía a la persona al Banco antes de adoptar resolución 
definitiva, para saber si estaba en condiciones de ser jubilada definitivamente. Esa fue la solución práctica que encontramos en 
aquel momento, y creo que funcionó bien, por lo menos mientras fui Director y Presidente de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil. No sé qué está sucediendo en la actualidad; por lo que plantea el señor Ariel Ferrari, que es Director del Banco de Previsión 
Social en este momento, es un problema que debe estar ocurriendo actualmente. Pero insisto: entre los años 1996 y 2000 el tema 
se había solucionado con este requerimiento previo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería referirme también al tema de la compatibilidad entre el ejercicio de un cargo, ya sea en el sector 
público o privado, y la pensión por incapacidad, discapacidad, etcétera. 


En lo personal opino -más allá de que soy economista, y no jurista- que cuando el Legislador redactó esa ley no se olvidó de los 
topes, sino que no quiso establecerlos, es decir, no quiso que hubiera ningún tipo de tope para la posibilidad de trabajar y cobrar 
una pensión. 


Aquí se menciona una ley anterior que sí preveía un tope para una prestación, pero, por lo poco que sé de legislación, si una ley 
anterior, aunque no se derogue expresamente, es incompatible con una nueva, en definitiva debería caer. 


De todas maneras, más allá de que aquí habemos tres miembros de la Comisión -es decir que no tenemos quórum- podemos 
hacer circular el proyecto y presentarlo ya para su consideración en el Plenario. Por mi parte estoy dispuesto a aprobar ese 
proyecto tal como viene, porque quiero solucionar el problema y no volver a discutir, como siempre nos sucede con el Banco de 
Previsión Social, la aplicación de una ley, porque creo que en este caso hay un problema de aplicación y no de voluntad del 
Legislador. 


SEÑOR GASPARRI.- Quiero decir que el tope máximo que se planteó tiene un fondo filosófico en cuanto entendemos que la 
sociedad uruguaya, con los escasos recursos que tiene, no puede dar una prestación a alguien por el simple hecho de estar 
discapacitado, sino que deben existir ciertas condiciones. A su vez, informo que el monto que se estableció está por encima del 
salario promedio que se aporta al Banco de Previsión Social. Quiere decir que dejaríamos de beneficiar cuando la cantidad supere 
los promedios nacionales. Al respecto, creo que es esperable que la sociedad entienda que no es lógico continuar brindando el 
beneficio si se supera ese tope. En definitiva, el límite está enmarcado en la realidad nacional y, además, creo que es justo. 


SEÑOR CARVALHO.- Para ser honesto con las personas que nos visitan y que han tenido la amabilidad de informarnos, debo 
manifestar que me queda planteada cierta inquietud. Todo ciudadano que postula algo ante la Administración, especialmente si está 
amparada por el régimen de la Seguridad Social, tiene derecho a conocer los fundamentos de la resolución que se adopte a través 
de una decisión fundada y escrita en términos comprensibles para cualquiera, utilizando un lenguaje sencillo. Sin embargo, la 
situación que se describe muestra que muchísimos beneficiarios del subsidio por incapacidad parcial entienden mal y creen que 
fueron jubilados por incapacidad, llevándose luego la desagradable sorpresa de que cayó el beneficio y no tienen empleo. 
Entonces, advierto que el sistema de información sobre la naturaleza de los beneficios deja que desear en algún eslabón de la 
cadena. Es evidente que alguien se informa mal o no es informado, lo cual lleva a que, luego de tres años, se encuentra con que no 
tiene empleo, subsidio ni jubilación. 


En consecuencia, mi preocupación va un poco más allá de la fundamentación de la resolución. 
Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social agradece la información brindada por el Directorio 
del Banco de Previsión Social y sus asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 43 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


